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							1829

						
							
					    Primer gobierno de Juan Manuel de Rosas en Buenos Aires. 

							Guerra civil entre unitarios y federales generalizada en todo el país. 

						
					

					
							
							1833

						
							
						  Revolución de los Restauradores en Buenos Aires.

						
					

					
							
							1836

						
							
						  Comienza la guerra entre la Confederación Argentina y la Confederación Peruano-Boliviana, que se prolongará hasta 1839.

						
					

					
							
							1837

						
							
						  Formación del Salón Literario de Buenos Aires. 

						
					

					
							
							1839

						
							
						  Levantamiento y derrota de los hacendados del sur de Buenos Aires contra Rosas en la «Revolución de los Libres del Sur».

						
					

					
							
							1842

						
							
						  Proclamación de la independencia del Paraguay.

						
					

					
							
							1845

						
							
						  Primera edición en Chile de Civilización y barbarie. Vida de Juan Facundo Quiroga de Domingo F. Sarmiento.

						
					

					
							
							1851

						
							
						  Formación del Ejército Aliado de Sud América (Entre Ríos, Corrientes, imperio de Brasil y gobierno de Montevideo). 

						
					

					
							
							1852

						
							
						  3 de febrero. Batalla de Caseros y exilio de Juan Manuel de Rosas. 

						
					

					
							
							1854

						
							
						  Fundación de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires.

						
					

					
							
							1857

						
							
					    Inauguración del Ferrocarril Oeste en Buenos Aires. 

							España y El Vaticano reconocen la independencia argentina.

						
					

					
							
							1858

						
							
						  Primera edición de Historia de Belgrano de Bartolomé Mitre. 

						
					

					
							
							1860

						
							
						  Reforma de la Constitución Nacional y reincorporación de Buenos Aires a la Confederación.

						
					

					
							
							1865

						
							
						  Comienza la Guerra de la Triple Alianza (Argentina, Brasil y Uruguay) contra Paraguay. Durará hasta 1870.

						
					

					
							
							1869

						
							
						  Primer Censo Nacional de Población. 

						
					

					
							
							1870

						
							
						  4 de enero. Aparece el primer número de La Nación, periódico dirigido por Mitre.

						
					

					
							
							1871

						
							
						  Epidemia de fiebre amarilla.

						
					

					
							
							1872

						
							
					    Primera edición de El gaucho Martín Fierro de José Hernández.

							Fundación del Banco Nacional.

						
					

					
							
							1879

						
							
						  Expedición contra los indios de la Pampa y la Patagonia comandada por Julio A. Roca.

						
					

					
							
							1880

						
							
						  25 de junio. Derrota de la revolución en Buenos Aires encabezada por Carlos Tejedor. 

						
					

				
			

		

	


	
		
			Las claves del periodo

			Raúl O. Fradkin y Juan Carlos Garavaglia

			 

			 

			 

			 

			El medio siglo transcurrido entre 1830 y 1880 fue decisivo en el proceso histórico de formación del Estado, la nación y la sociedad argentinos, como lo fue en el resto de la América ibérica. Recordemos que hacia 1825 se afrontaba una compleja realidad social en la cual las élites hispanoamericanas (que compartían casi todo: lengua, religión, cultura jurídica y cultura tout court) terminarían, después de un largo proceso, construyendo más de una docena de Estados nacionales; ejemplo paradigmático que demuestra, si hacía falta todavía, que ni la lengua, ni la religión, ni la cultura son per se generadoras de naciones. Si se coteja el mapa del imperio español con el que estaban diseñando los nuevos Estados a finales del siglo XIX, puede observarse con claridad que los espacios territoriales definidos para los grandes virreinatos se habían fragmentado en unidades políticas de menores dimensiones. Una observación más cuidadosa permite advertir que no lo hicieron de un mismo modo. Así, en la fisonomía territorial de algunas de las nuevas repúblicas puede reconocerse la impronta de las estructuras administrativas coloniales que les sirvieron de sustento: la República de Bolivia se había conformado agrupando básicamente los territorios dependientes de la audiencia de Charcas, la del Paraguay a partir de aquellos que pertenecieron a la intendencia de Asunción, la de Chile a partir de la capitanía general que incluso era conocida como el «Reino de Chile». El panorama hispanoamericano, entonces, resulta bien diferente del que puede reconocerse en el Brasil, donde su imperio, constituido en 1822, era el ejemplo de máxima continuidad entre un virreinato colonial y un nuevo Estado. Sin duda, la ausencia de ruptura de la legitimidad dinástica —don Pedro I era el hijo del rey de Portugal— explica en gran parte esta diferencia brasileña; de todos modos, hoy sabemos que la transición fue bastante más violenta de lo que la historiografía sobre la construcción nacional del Brasil había aceptado tradicionalmente. Muy diferente, por cierto, fue el caso de la República Argentina y de la República Oriental del Uruguay, cuyos perfiles territoriales resultan prácticamente invisibles a finales de la época colonial. Esta constatación permite advertir lo enormemente dificultoso que resultó la formación de estos nuevos Estados.

			Lo cierto es que para 1830 todos los intentos de formar una entidad política unificada con los territorios que habían integrado el virreinato del Río de la Plata habían fracasado y ni las Provincias Unidas del Río de la Plata en la década de 1810, ni los esfuerzos por conformar una república unificada en la siguiente, habían sido exitosos. En su lugar había emergido un peculiar sistema político, un conjunto de trece provincias que eran, en rigor, trece entidades estatales soberanas dotadas de sus propias autoridades, sistema legal y ejércitos y que tenían muy disímil consolidación. Más aún, a ellas se agregó en 1834 una más, con la separación de Jujuy de Salta. Esas catorce entidades políticas estaban unidas por lazos muy laxos. En términos jurídicos, tras la adhesión de todas al Pacto Federal que en enero de 1831 firmarían las provincias del litoral (Buenos Aires, Santa Fe, Entre Ríos y Corrientes) habían pasado a constituir una Confederación en la cual mantenían todos sus atributos soberanos y delegaban en el gobierno de Buenos Aires la representación de sus relaciones exteriores. Salvo en el caso de Entre Ríos, la formación de estas provincias siguió un patrón bastante semejante: eran la transformación de una ciudad colonial que funcionaba como cabecera de una jurisdicción en una entidad estatal soberana. De este modo, hasta 1852 al menos, los territorios que habrían de conformar la Argentina no eran ni un Estado unificado ni una entidad política con un gobierno general y menos una nación. Más aún, tampoco hasta entonces habían reconocido la legitimidad de la separación del Paraguay desde 1811 ni la formal declaración de su independencia en 1844. Por su parte, la Provincia Oriental (aquella entidad política y territorial que dificultosamente comenzó a emerger en 1814), luego de estar anexada al imperio del Brasil, se había transformado a partir de 1828 en un nuevo Estado, la República Oriental del Uruguay, aunque el ejercicio efectivo de su soberanía fue hasta los años setenta bastante limitado. 

			Sin embargo, aquellas entidades políticas estaban unidas por otros vínculos que a la postre se demostraron más firmes. En términos políticos, el decurso de las confrontaciones había ido conformando una unidad más real que la proclamada jurídicamente: con muchas dificultades y oposiciones, en la práctica, el gobierno de la provincia de Buenos Aires (dueño de los ingentes recursos de la aduana porteña) fue logrando imponer su hegemonía en el conjunto de esos territorios y en algunos momentos —aun sin la existencia de un gobierno de alcance nacional— llegó a comandar verdaderos ejércitos supraprovinciales. En términos económicos, a lo largo de este azaroso periodo se fue afirmando el neto predominio de Buenos Aires —sin lugar a dudas el más importante mercado regional— y, a través suyo, el de la economía atlántica. De este modo, y a pesar de la fragmentación política e institucional, durante varias décadas funcionó un amplio mercado; éste, si no definía un espacio económico de un alcance semejante al virreinal, tampoco era aún un mercado nacional unificado pero le iba a servir de base de sustentación. Los lazos sociales, por otra parte, atravesaban y superaban las fronteras político-administrativas y no sólo por la fluidez e intensidad de los procesos migratorios que tenían como destino principal pero no exclusivo las provincias del litoral, sino también porque las élites provinciales estaban muy lejos de ser grupos cerrados sobre sí mismos y los vínculos y solidaridades familiares operaban en una escala muy superior a la provincial (y en muchos casos se demostraron capaces de superar los desgarramientos de las luchas políticas). Esos estados provinciales, por lo tanto, no estaban unificados pero tampoco completamente separados y la laxa fórmula de la Confederación expresaba bien claramente la situación. 

			Un paso decisivo hacia la unificación político-territorial se produjo en 1853 con la institucionalización de la Confederación Argentina, la sanción de una Constitución nacional y el establecimiento de un régimen político superior. La complejidad, la ambigüedad y las contradicciones que contenía este proceso histórico pueden advertirse con claridad si se revisa el artículo 35 de esa Constitución (que hoy todavía está vigente): «Las denominaciones adoptadas sucesivamente desde 1810 hasta el presente, a saber: Provincias Unidas del Río de la Plata; República Argentina, Confederación Argentina, serán en adelante nombres oficiales indistintamente para la designación del gobierno y territorio de las provincias, empleándose las palabras “Nación Argentina” en la formación y sanción de las leyes». Por supuesto, como se puede comprobar en los archivos judiciales, ello no quiere decir que en esos años la autodefinición «argentino», fuera asumida sin más por aquellos que, al testimoniar, se definían ante todo, como «cordobeses», «orientales» o «santiagueños». Probablemente, la Guerra del Paraguay (1865-1870) haya sido uno de los hitos más determinantes en este sentido. Pero ello ocurría justo en el momento en que el impacto de la inmigración europea parecía amenazar la todavía frágil construcción nacional.

			Era claro el objetivo de aquella decisión: los constituyentes anunciaban en 1853 que eran los «representantes del pueblo de la Nación Argentina» y fundaban su legitimidad en una continuidad histórica que era menos clara y lineal de lo que pretendían. Cabe advertir, por ejemplo, que la declaración de la independencia en 1816 no sólo no se había hecho en nombre de una «Nación Argentina», sino que tampoco se había realizado invocando los derechos soberanos de las Provincias Unidas del Río de la Plata. Ésta había sido hecha en nombre de otra entidad que era más una aspiración que una realidad: las Provincias Unidas en Sudamérica (que en aquella ocasión incluían a varios diputados altoperuanos y, por otra parte, no tenía ningún representante del litoral artiguista). Lo que el texto constitucional de 1853 venía a poner en evidencia era que había ido madurando un nuevo imaginario, el de la «Nación Argentina». Aun así, la unidad política de esa nación era una cuestión todavía muy difícil de resolver y una de las provincias no había aceptado esa Constitución y se mantenía como un Estado aparte y segregado. Se trataba, nada menos, que de Buenos Aires (la provincia más rica y de lejos, sus ingresos fiscales en ese momento equivalían holgadamente a un 85 por ciento del total de las provincias reunidas en la Confederación). Además, estaba formada en torno a la ciudad que había sido la capital del virreinato y que pretendió encabezar las Provincias Unidas en la primera década posrevolucionaria. 

			Esta situación se mantuvo por diez años más y, entre 1852 y 1861, las catorce provincias dieron lugar a dos Estados en situación de confrontación abierta. Trece integraban la Confederación o República Argentina, un Estado constitucional estructurado como una república federal. La restante conformó el estado de Buenos Aires que se dio sus propias instituciones y dictó su propia Constitución en 1854. La experiencia es significativa, al margen de su transitoriedad, pues ilustra con claridad que el resultado no está predefinido desde un comienzo y anunciado por la providencia. El proceso histórico, por otra parte, había puesto de manifiesto diversos intentos y aspiraciones de conformar otras formaciones estatales. Por ejemplo, mientras las Provincias Unidas proclamaban en Tucumán su independencia en 1816, las provincias del litoral que no participaron del Congreso habían conformado una Liga de los Pueblos Libres; ésta terminó disuelta hacia 1820 del mismo modo que se disolvía esa entidad que eran las Provincias Unidas. En la década de 1830 la formación de la Confederación Peruano-Boliviana expresaba la posibilidad histórica de un Estado que uniera al altiplano boliviano y al sur del Perú —una macro región que tenía sólidos anclajes históricos en sus centenarias relaciones con la minería potosina como núcleo estructurador de un vasto espacio, y que por un momento concitó la posibilidad de que se sumaran algunas provincias del norte de la Confederación Argentina—, mientras que la revolución farroupilha intentaba transformar el sur del Brasil en una república independiente del imperio (y que no fue sólo un suspiro, pues duró desde 1835 hasta 1845, dejando para siempre a los riograndenses o «gauchos» la autoconciencia de una peculiar relación con el resto del Brasil). En la siguiente década, mientras el Paraguay proclamaba su independencia definitiva en 1844 y las autoridades de la Confederación Argentina se resistían a aceptarla, pues no renunciaban a su pretensión de incorporarlo a ésta, los opositores al gobierno de Buenos Aires imaginaron que era posible organizar un Estado confederal que uniera al Uruguay con las provincias del litoral argentino. 

			Es decir que los Estados que se terminaron conformando y las naciones en las que sustentaron su legitimidad política y territorial fueron —tal como sucedió en todos los casos iberoamericanos— construcciones históricas que no estaban prefiguradas y predeterminadas antes de la crisis de los imperios y su triunfo fue, al mismo tiempo, la derrota de otros Estados y naciones posibles (como ocurrió efectivamente en otras partes de Iberoamérica, ya sea en los casos de la Gran Colombia o de la República Federal de Centro América en la primeras décadas posrevolucionarias, o como en el episodio, ya mencionado, de la «República Farroupilha» de Río Grande del Sur en los años cuarenta).

			La larga historia de fragmentación política y territorial rioplatense comenzó a llegar a su fin con la batalla de Pavón en 1861 y desde entonces se inició un acelerado proceso de unificación y conformación de un poder central fuerte, hegemónico y de alcance nacional. La guerra tuvo una importancia decisiva en este resultado y en la aceleración del proceso. Ante todo, la Guerra de la Triple Alianza contra el Paraguay fue el contexto preciso para dar pasos decisivos hacia la conformación de un ejército nacional, la definición de los límites territoriales de los Estados y la derrota de las últimas rebeldías en las provincias del interior y del litoral. A su vez, la guerra definitiva contra los indios no sometidos de la Pampa y la Patagonia supuso todo un viraje histórico: no sólo había vencido la formación de una confederación de tribus (que alcanzó por momentos a dominar un vasto espacio del área patagónico-pampeana) sino que permitió la definición territorial del Estado nacional y puso al alcance de la expansión capitalista un inmenso volumen de tierras fértiles que aceleraron la incorporación de la Argentina al mercado mundial. 

			Para 1880, en consecuencia, estaban pendientes de resolución dos cuestiones centrales de la conformación del nuevo Estado nacional y ambas estaban indisolublemente ligadas entre sí. Las dos, además, habían sido ejes de confrontación en los años previos. Por un lado, debía resolverse una cuestión postergada: ¿cuál sería la capital del nuevo Estado nacional? En la década de 1810, la antigua capital virreinal intentó mantener su primacía y convertirse en la cabeza del nuevo Estado pero justamente esta pretensión había sido una de las causas de la decidida oposición de los Pueblos Libres liderados por Artigas. En la década siguiente, el efímero gobierno nacional que existió entre 1826 y 1827 tuvo que afrontarla y lo hizo a través de una pretensión extrema: transformar la ciudad de Buenos Aires y su área rural inmediata en la capital de una república unitaria y transformar el resto de la provincia de Buenos Aires en dos nuevas provincias. Pero el ambicioso proyecto colapsó con el gobierno que intentó llevarlo adelante. A partir de 1852, la cuestión volvió a replantearse y ante el fracaso de subordinar a Buenos Aires y federalizar la ciudad, la Confederación fijó su capital en Paraná. Cuando en 1860 Buenos Aires aceptó —previa reforma— la Constitución dictada en 1853, la cuestión tampoco se resolvió: la fórmula adoptada (dejar en manos del Congreso el dictado de una ley de capital mientras que se imponía la condición de la cesión previa de su territorio por una provincia) suponía consensos que eran por el momento inalcanzables. Por lo tanto, la unificación política de 1861 dejaba no sólo la cuestión pendiente, sino al gobierno nacional residiendo en una ciudad —Buenos Aires— que era a la vez la cabeza política de una provincia y sobre la cual tenía escasa autoridad. Esa coexistencia se iba a demostrar extremadamente conflictiva y resolver la cuestión pendiente de la capital suponía definir las relaciones entre el Estado nacional en formación y la provincia más rica y más poderosa que en buena medida había sido su matriz, que habría de resistirse duramente a ceder el territorio de su capital al poder nacional. 

			Por otro lado, debía resolverse la afirmación del poder militar nacional y ello suponía la pérdida de la facultad de las provincias para organizar sus propias milicias. Hasta 1852, cada provincia contaba con sus propias fuerzas veteranas y milicianas. A partir de 1854, la Confederación intentó afrontar esta espinosa cuestión mediante la organización de un nuevo tipo de milicias, la Guardia Nacional, que, a pesar de su denominación y de la cláusula constitucional que convertía al presidente en el comandante supremo de todas las fuerzas, seguía siendo una fuerza miliciana de carácter provincial. Tras la unificación política de 1861, la afirmación de la autoridad nacional derivó en la creciente subordinación de esas fuerzas y la última resistencia la ofreció la provincia de Buenos Aires. La derrota de la revolución porteña de 1880 a manos del ejército nacional selló ambas cuestiones y permitió la consolidación del poder central. Mientras tanto, un nuevo y decisivo actor se estaba delineando: el ejército nacional, una fuerza regular formada a partir de su matriz bonaerense lograba no sólo convertir a la Guardia Nacional en una fuerza auxiliar sino que, a partir de la fundación del Colegio Militar en 1869, comenzaba su profesionalización. Las guerras contra el Paraguay y contra los pueblos indígenas de la Pampa y la Patagonia lo habrían de transformar en el principal recurso del triunfo de la autoridad nacional en 1880. Ahora sí, la construcción de un Estado nacional estaba libre de obstáculos, al menos de los que hasta entonces la habían limitado.

			Pero la resolución de estos desafíos de larga data que permitía la afirmación de las autoridades nacionales frente a las provinciales no suponía por sí misma la formación de una sociedad y una nación. La formación de una nación es un proceso mucho más complejo que la constitución de un Estado que funde en ella su legitimidad y si bien la intervención estatal resultó completamente decisiva, esa construcción es un proceso colectivo, dado que la nación es una representación social eternamente inacabada (sólo los nacionalistas piensan que la nación surge como una esencia originada en el alba de la historia y que, por otra parte, se mantendrá inalterable con el paso de los siglos futuros). Las guerras y las luchas políticas tuvieron, en este sentido, una importancia decisiva: no sólo movilizaron a una enorme masa de la población en confrontaciones que estaban muy alejadas de sus lugares de origen, sino que fueron creando condiciones para la construcción de nuevas identidades colectivas y requirieron de todo un dispositivo de discursos y de símbolos para cimentarlas. Así, si las guerras de independencia fueron el mecanismo por excelencia para la construcción de una identidad americana, los enfrentamientos con Francia y Gran Bretaña ayudaron a profundizarla y asociarla cada vez más a una identidad argentina. Al mismo tiempo, la encarnizada lucha política y el exilio resultante en Chile, el estado oriental e incluso el Brasil constituyeron el ámbito privilegiado para comenzar a forjar una cierta idea de identidad argentina (no hay mejor manera de ver la propia casa que cruzar la calle y mirarla de frente), cuya importancia habría de verse revelada con toda claridad después de 1852. 

			La nación que los grupos intelectuales estaban imaginando por entonces, y que habría de orientar la acción estatal, era vista como una nación única y homogénea. Su triunfo implicaba derrotas y requería la anulación (o, al menos la subordinación) de otras formas de identidad colectiva —como las forjadas en torno a las provincias o a algunos de sus caudillos—, pero también la exclusión de aquellos que, como los pueblos indígenas, eran considerados inaceptables y refractarios para esa nueva nación que quería ser blanca y europea. Una Memoria municipal de la ciudad de Buenos Aires presentada en 1866 y publicada al año siguiente, en uno de sus cuadros explicativos acerca del funcionamiento del Hospital General de Hombres, enumera las nacionalidades de los enfermos que han sido tratados durante 1866 y no nos sorprende hallar en la detallada lista alfabética, después de Ingleses e Italianos y antes de Noruegos, a Indígenas, como una de las «nacionalidades» de los pacientes del hospital. Resulta fácil imaginar entonces que para los ilustrados liberales de aquellos años los indígenas realmente constituían un grupo ajeno a la nación argentina. Desde la revolución, los distintos gobiernos provinciales no habían sino dictado sucesivas medidas destinadas a desarticular la existencia de comunidades indígenas en sus territorios, y con respecto a los pueblos que se mantenían autónomos, la Constitución sancionada en 1853 contemplaba con ellos mantener dos tipos de relaciones: el llamado «trato pacífico» (ese sistema de suministros destinado a transformar a algunas parcialidades autónomas en aliadas del Estado) y su conversión al catolicismo. 

			El éxito de tamaña empresa tenía requisitos materiales. Exigía un desarrollo tal de los sistemas de transporte y comunicaciones que unificara efectivamente el territorio y suponía un grado de consolidación del mercado nacional que erosionara las bases materiales del particularismo provincial. En este sentido, la expansión de la navegación a vapor en los ríos del litoral y, sobre todo, la conformación del sistema de transporte ferroviario ocuparon un papel por demás relevante acortando las distancias, la velocidad del transporte y el costo del flete. Estos cambios en el sistema de transporte contribuyeron decididamente a la conformación de un mercado nacional unificado más que muchas de las disposiciones legales adoptadas, entre las cuales sin duda la más decisiva fue la nacionalización de las aduanas y la consiguiente anulación de las aduanas interprovinciales. Requería también de una mayor uniformidad legal y jurídica, cuestión que empezó a resolverse a través de la sanción de los códigos nacionales de Comercio (en 1862), Civil (en 1871) y Penal (en 1887) mientras que, al mismo tiempo, muchas de las provincias hacían suyo con escasas variaciones el Código Rural que la Provincia de Buenos Aires se daba en 1865. Aun así, la materialización de una unificación económica tenía todavía varias cuestiones cruciales por resolver, y una de no menor importancia era dotar al nuevo Estado y al mercado nacional de unidad monetaria. No deja de ser indicativo de las dificultades de este proceso que recién en 1881 se acometiera esta tarea: hasta entonces coexistían en el mismo espacio económico diferentes monedas y todavía en varias provincias —y aún entre las tribus no sometidas de las pampas— la moneda de plata boliviana seguía gozando de generalizada aceptación. Con todo, las crecientes tendencias unificadoras que se acentuaban y se aceleraban desde mediados de siglo iban a permitir otra transformación decisiva: la unificación generaba condiciones mucho más propicias para el desarrollo de patrones de inversión y de acumulación de capital para un grupo reducido, pero muy significativo, de agentes —tanto locales como extranjeros— que ya no debían restringirse a los acotados marcos provinciales, sino que podían comenzar a operar en una escala nacional y con ello se creaban las condiciones para la conformación de una clase dominante de esa magnitud.

			El año de 1880, por lo tanto, constituyó un punto de inflexión decisivo en esta larga y azarosa historia de la construcción nacional pero lejos estuvo de ser su culminación. Por el contrario, la consolidación de la autoridad nacional creó condiciones más propicias y favorables para que en las décadas siguientes la tarea histórica de conformar un Estado nacional pudiera desplegarse en plenitud. 

			Pero la conformación de una nación exigía, también, recursos simbólicos y discursivos que la cimentaran y, en este sentido, la formación de una literatura y una historia nacionales tenía un lugar privilegiado que ocupar. Hacia las últimas décadas del periodo que trata este volumen, las obras históricas de Bartolomé Mitre, Vicente Fidel López y otros escritores de menor relieve, constituyeron uno de los hitos más significativos en el proceso de búsqueda (en realidad, de quimérica invención) de las raíces de esa nación argentina y de su historia; ésta parecía así tener un pasado perdido en los inicios de la colonización europea de esas tierras. Esta construcción intelectual requería de algunas figuras míticas de aquel pasado, que fueron primero los «padres fundadores» que habían encabezado la revolución. Luego se hizo evidente que ese «panteón nacional» resultaba insuficiente y quienes ocuparían un nuevo lugar relevante fueron sobre todo los gauchos, travestidos ahora de «facinerosos» en «héroes civilizadores». Esta construcción simbólica se había venido gestando desde la década de 1840 como claramente lo ponían de manifiesto la literatura, el ensayo y las artes plásticas, así como las imágenes de los billetes que emitía el Banco de la Provincia de Buenos Aires en la década de 1860. Más aún, cuando en 1867 la República Argentina participó en la Exposición Universal de París, su sección no dejó de estar engalanada con la imagen de un gaucho a caballo —no podía ser de otro modo— a tamaño natural. Pocos años más tarde El gaucho Martín Fierro de José Hernández habría de convertirse en un masivo y sorprendente éxito editorial. Ese público de lectores que consumía una vasta prensa periódica no había dejado de acrecentarse y cobraría en las últimas décadas del siglo una enorme amplitud. Es que la escuela pública —que bajo el imperio de las leyes de educación de los años ochenta se extendería a niveles desconocidos en la América ibérica del periodo— sería uno de los engranajes indispensables para consolidar esa idea de una nación con viejas raíces. Tenía, además, que cumplir con otro cometido cada vez más imperioso: nacionalizar a una población inmigrante cuyos orígenes venían de tierras tan distantes y que parecía tan amenazadora. Miguel Cané, el ameno escritor de Juvenilia, lo dirá con palabras que no coinciden con la imagen que uno se haría de él leyendo aquel libro tan delicioso:

			 

			... la irritación sorda que me invade cuando veo una criatura delicada, fina, de casta, cuya madre fue amiga de la mía, atacada por un grosero ingénito, cepillado por un sastre, cuando observo sus ojos clavarse en el cuerpo virginal que se entrega en su inocencia […] Mira, nuestro deber sagrado, primero, arriba de todos, es defender nuestras mujeres contra la invasión tosca del mundo heterogéneo, cosmopolita, híbrido... [1888]

			 

			La virginidad impoluta de la mujer/patria estaba ahora amenazada a los ojos de los miembros más conspicuos de la élite cultural por la tosca invasión heterogénea, cosmopolita e híbrida llegada del otro lado del mar. Ya se sabe que los especialistas sobre las migraciones han llamado a este fenómeno, el síndrome de la sala de visita (cada uno que irrumpe en la sala de visita del médico es mirado con desconfianza por los precedentes, y el recién llegado, una vez instalado, echará una ojeada suspicaz sobre el próximo paciente que entra en la sala). Nos preguntamos, entonces, cuál habría sido la reflexión sobre este párrafo —en el hipotético caso de que hubiera podido leerlo— del abuelo del escritor, el menorquín Canet, tratado con toda probabilidad en forma despectiva de «gallego mercachifle» por más de un paisano de su estancia de San Pedro, herido en su identidad americana por ese peninsular recién arribado allende el océano…

			La inmigración masiva transatlántica, un fenómeno social decisivo en la conformación de la sociedad argentina, estaba desplazando los viejos temores y rechazos hacia otros nuevos. Los temores y las acechanzas que imaginaba Cané —que no eran nuevos, pues otros análogos se habían formulado antes en relación con los indios— estaban ahora cada vez más concentrados en las facetas «indeseables» de la inmigración. De este modo, con sus multiplicidades y secuelas, la inmigración masiva no tardó en ser percibida no ya como una vía rápida hacia el «progreso» y la europeización de la sociedad criolla —como imaginó el nuevo núcleo dirigente de la década de 1850 que convirtió la inmigración europea en un objetivo fijado en la misma Constitución—, sino, cada vez más, como la portadora de una «nueva barbarie». Al despuntar el siglo XX el mismo Cané lo demostraría plenamente al impulsar la llamada Ley de Residencia en 1902, que habilitaba al Estado a expulsar a los extranjeros considerados «indeseables». Para entonces, a la escuela se había sumado otro poderoso y masivo dispositivo estatal de nacionalización de la población: el servicio militar obligatorio. La construcción de la nación, un proceso hasta entonces balbuceante, entraba así en una nueva fase y afrontaría nuevas reformulaciones.

		

	


	
		
			La vida política

			Gustavo L. Paz

			 

			 

			 

			 

			Desde 1820 los enfrentamientos políticos en el Río de la Plata se caracterizaron por una inusitada violencia. La historiografía argentina ha llamado tradicionalmente al periodo que se abre en ese momento y se cierra hacia 1852 periodo de las «guerras civiles» entre unitarios y federales. Pero la violencia fue parte integral de la vida política argentina también en las tres décadas siguientes. De hecho, en los sesenta años que median entre 1820 y 1880 las provincias argentinas experimentaron cuarenta de guerra y sólo veinte de relativa paz.

			¿Cuáles eran las raíces de estos conflictos? Esta pregunta preocupó a los contemporáneos de los sucesos desde el mismo momento de su inicio. El general José María Paz, activo partícipe de las guerras civiles entre 1820 y 1850, esbozó una explicación en sus lúcidas Memorias Póstumas (1855). Para Paz el surgimiento de esos enfrentamientos se debía a «la lucha de la parte más ilustrada contra la porción más ignorante; en segundo lugar, la gente de campo se oponía a la de las ciudades; en tercer lugar, la plebe se quería sobreponer a la gente principal; en cuarto, las provincias, celosas de la preponderancia de la capital, querían nivelarla; en quinto lugar, las tendencias democráticas se oponían a las miras aristocratizantes y aun monárquicas». Militar formado en las guerras por la independencia, Paz descubría en la movilización miliciana de las poblaciones rurales el inicio de las tendencias democráticas que marcaron los conflictos políticos en el Río de la Plata. 

			El otro gran observador de la realidad política argentina de mediados del siglo XIX, Domingo Faustino Sarmiento, apuntaba que el enfrentamiento entre dos ámbitos físicos y culturales radicalmente diversos, la ciudad y la campaña, explicaba las luchas civiles que había experimentado desde su juventud. En Facundo. O civilización y barbarie (1845), Sarmiento esbozó una explicación de los orígenes de esas luchas cuyas raíces creía haber encontrado en «los elementos contrarios, invencibles, que se chocan; hubiéranse asignado su parte a la configuración del terreno y de los hábitos que ella engendra; su parte a las tradiciones españolas y a la conciencia nacional, inicua, plebeya, que han dejado la Inquisición y el absolutismo hispano; su parte a la influencia de las ideas opuestas que han trastornado el mundo político; su parte a la barbarie indígena; su parte a la civilización europea; su parte, en fin, a la democracia consagrada por la Revolución de 1810, a la igualdad, cuyo dogma ha penetrado hasta las capas inferiores de la sociedad».

			Para Sarmiento y Paz las tendencias democráticas e igualitarias de la sociedad argentina inauguradas por la guerra de independencia explicaban la violencia política. Como ha señalado justamente Tulio Halperín Donghi, las élites urbanas tardo-coloniales del Río de la Plata (a las que Paz y Sarmiento pertenecían) vieron drásticamente disminuida su preeminencia a consecuencia de las guerras. La adopción de las formas de representación republicanas en las primeras dos décadas de gobierno independiente terminó con el monopolio político que ejercían esas élites desde el periodo colonial. El sufragio masculino ampliado, adoptado por casi todas las provincias desde comienzos de los años veinte, impuso una nueva legitimidad que implicaba una competencia más abierta al incorporar no sólo a los sectores populares urbanos sino también a los de la campaña. A la par, la militarización de la sociedad introdujo nuevos actores políticos que compitieron con ellas por el poder: jefes militares o caudillos que, beneficiarios de la movilización popular promovida por la guerra, cimentaban su recientemente adquirido poder en las milicias rurales que respondían a su mando.

			La forma más destacada que tomó la movilización popular en las luchas políticas del siglo XIX argentino fue la montonera. Para las élites urbanas los montoneros eran rebeldes, delincuentes, personajes marginales de las áreas rurales sin respeto por el orden y la propiedad, pero no era así. Heredera de las milicias rurales movilizadas por la guerra de independencia, la montonera se componía de gauchos, pobladores de la campaña con variada inserción en la tenencia de tierras y la producción: pequeños propietarios, arrendatarios, peones, agregados; agricultores, pastores o una combinación de ambos. Los identificaba la lealtad a un jefe a quien reconocían como uno de ellos pero en una escala superior, a quien los unía una proximidad física y simbólica, pero también la certeza de que serían protegidos por él en caso de necesidad y, eventualmente, recompensados por su participación en la guerra. 

			Sería erróneo pensar que las montoneras y los caudillos eran exclusivamente federales. Durante las guerras civiles del rosismo los unitarios también movilizaron tropas e intentaron concitar lealtades. En su campaña contra el federalismo de 1840-1841 en el litoral, el general unitario Juan Lavalle contaba con una fuerza reclutada entre las poblaciones rurales a quienes compensaba con generosas carneadas de ganado y permitía licencias similares a las que los federales otorgaban a sus montoneras. En la década de 1860, las rebeliones de Ángel Vicente Peñaloza y Felipe Varela en las provincias del Oeste sumaron muchos gauchos que se identificaban con estos campeones de una causa muy popular en las provincias: la defensa del federalismo. 

			En 1827 la renuncia del presidente Bernardino Rivadavia y la disolución del Congreso Constituyente acentuaron la exacerbación de los enfrentamientos políticos entre unitarios y federales que databan de comienzos de la década de 1820. El Congreso terminó en una gran debacle provocada por el rechazo de la Constitución unitaria de 1826 por casi todas las provincias. Este fracaso inauguró una larga etapa de descentralización política entre 1827 y 1852, cuando las provincias ejercieron su soberanía de manera casi irrestricta sobre sus territorios. Los acuerdos que las unían preservaban todas sus atribuciones soberanas delegando sólo la representación ante los países extranjeros en una de ellas, Buenos Aires. 

			El colapso del Congreso significó asimismo el triunfo del federalismo en su particular variante porteña. El ascenso político de Buenos Aires se coronó desde la década de 1830 con la organización de una Confederación de provincias que giraban en torno a Buenos Aires y a su poderoso gobernador, Juan Manuel de Rosas (1793-1877). Rosas ascendió al poder en Buenos Aires como resultado de un cruento enfrentamiento entre las dos fuerzas en que se habían dividido las opiniones políticas: unitarios y federales. Si bien los choques entre ambos «partidos» fueron endémicos, sus picos de violencia se concentraron en los años 1828-1831, 1838-1841 y 1851-1852. La Confederación rosista sobrevivió a varias reacciones de sus adversarios: unitarios, federales doctrinarios que pugnaban por una constitución escrita que Rosas siempre rechazó, ligas de provincias del interior que se levantaron en armas en reclamo de una mejor distribución de recursos o una fórmula de organización institucional definitiva, y conflictos internacionales con Francia y Gran Bretaña. 

			En estos enfrentamientos siempre aparecía como constante fuente de conflictos el poder de Buenos Aires y sus convulsionadas relaciones con el resto de las provincias. Este problema parecía haberse resuelto con el derrumbe del poder de Rosas en 1852 y la sanción de una Constitución nacional de corte federal en 1853 que declaraba a Buenos Aires capital de la Argentina. Pero la poderosa provincia no se resignó a perder su liderazgo nacional ni sus privilegios (el manejo de los recursos de la única aduana realmente importante, la capital provincial) y se escindió por casi diez años del resto del país. Recién en 1862 una Buenos Aires triunfante en el campo de batalla se puso a la cabeza de la organización de la república unificada. El interior fue escenario de alzamientos en contra de este nuevo intento de ampliación de la hegemonía porteña al que achacaban el fin de lo que quedaba de sus autonomías provinciales. La década de 1860 fue particularmente convulsa: entre 1863 y 1870 los poderes nacionales debieron enfrentar sucesivas rebeliones internas que impugnaban la intromisión de Buenos Aires.

			La supresión de las resistencias provinciales hacia 1870 inauguró un periodo de expansión y consolidación del Estado nacional. Éste se construyó mediante un proceso gradual de centralización de las decisiones políticas que implicó a la vez altas dosis de coerción y negociación. Los poderes nacionales fueron capaces de expandir su control sobre las provincias, vencer oposiciones internas y enfrentar conflictos externos. Para lograr imponer su autoridad, captar el apoyo de las élites provinciales y lograr que su autoridad fuera reconocida como legítima en todo el territorio, los gobiernos nacionales hicieron uso principalmente de tres instrumentos: el ejército, las agencias y burocracia estatales (Justicia Federal, Correos y Telégrafos, el sistema educativo) y los subsidios económicos a las provincias. 

			La posición de Buenos Aires en el sistema político nacional fue la cuestión más delicada de resolver. En la década de 1870 dos coaliciones de gobernadores provinciales impondrían a la dirigencia porteña dos presidentes sucesivos (Nicolás Avellaneda, 1874-1880 y Julio Argentino Roca, 1880-1886) que marcarían los límites del control de la poderosa provincia sobre la política nacional. Al cerrarse la década, en 1880, el ejército nacional reprimiría una rebelión encabezada por el gobernador de Buenos Aires. Poco después el Congreso Nacional impondría la federalización de la ciudad de Buenos Aires a la derrotada provincia clausurando una era de indefiniciones sobre la posición de la provincia en la Nación. El Estado nacional se había impuesto a la hasta entonces indoblegable provincia convirtiéndose de este modo en el principal actor político.

			 

			 

			Unitarios y federales (1828-1831)

			 

			Habiendo perdido el control de las provincias del interior que impugnaron la Constitución unitaria sancionada por el Congreso en 1826, y sin el apoyo de Buenos Aires, cuyas clases dirigentes se oponían a la federalización de la ciudad capital y a la división de la provincia, el presidente Bernardino Rivadavia renunció al cargo a mediados de 1827. Poco después se disolvía el Congreso dando fin a una nueva tentativa de organización institucional.

			El derrumbe de las instituciones nacionales implicó la reversión de la soberanía irrestricta a las provincias, tal como había ocurrido a la caída del directorio y el Congreso en 1820. En casi todas las jurisdicciones provinciales reinaba el federalismo bajo la influencia de los jefes militares y políticos que habían organizado la oposición al Congreso: Juan Facundo Quiroga, de La Rioja, Estanislao López, de Santa Fe y Juan Bautista Bustos, de Córdoba. Sólo en la lejana provincia norteña de Salta (que en ese entonces abarcaba también la ciudad de Jujuy), resguardada por la gran distancia y las fluidas relaciones comerciales con la recientemente independizada Bolivia, se sucedieron las administraciones unitarias de los hermanos José Ignacio y Juan Ignacio Gorriti entre 1827 y 1831.

			En la provincia de Buenos Aires se restauraron las instituciones disueltas por el Congreso de acuerdo con las leyes que la habían organizado en 1821. A finales de 1827 la Legislatura eligió como gobernador a Manuel Dorrego, un militar de la guerra de la independencia que desde 1820 se había convertido en el líder de los federales porteños. Con fuerte arraigo entre las clases populares urbanas, Dorrego era considerado poco confiable por los terratenientes y grandes comerciantes, que, habiendo sido el principal sostén del Partido del Orden a comienzos de la década de 1820, estaban ahora a la búsqueda de un nuevo dirigente que garantizara el orden en la provincia. Y lo encontrarían poco después en Juan Manuel de Rosas.

			Entre 1828 y 1831 se desarrolló el cruento enfrentamiento armado de los dos «partidos» que se disputaban el control de la provincia y del país, unitarios y federales. La guerra con el Brasil, que no había sido adversa a las armas de las Provincias Unidas del Río de la Plata, terminó con la firma de un tratado de paz impulsado por Gran Bretaña por el cual se reconocía al Uruguay como país independiente. Este acuerdo fue aceptado rápidamente por el gobernador Dorrego, encargado de las relaciones exteriores de todas las provincias, quien necesitaba la paz para fortalecer la posición política de su partido. Pero fue muy mal recibido por el ejército nacional, cuyos oficiales temían que al regresar se los licenciara sin paga ni honores.

			El 1 de diciembre de 1828 el líder de los militares que poco antes habían vuelto a Buenos Aires, el general Juan Lavalle, encabezó una rebelión contra Dorrego de signo político unitario. El otro jefe militar, el general José María Paz, se dirigió al interior con sus tropas a fin de organizar una rebelión en las provincias que derrocara a los gobernadores federales. Ante la huida a la campaña del gobernador Dorrego, Lavalle fue proclamado gobernador de Buenos Aires por una asamblea ad hoc sin ningún carácter representativo. En un acto político calificado en la época como brutal, pero que contó con la bendición de parte de la dirigencia unitaria (como el ex ministro de Hacienda de Rivadavia, Salvador María del Carril, quien urgía a Lavalle a no desperdiciar «la ocasión de cortar la primera cabeza a la hidra»), Lavalle capturó y ordenó fusilar al gobernador depuesto. La época de las disputas políticas daba paso a la de guerra abierta.

			La reacción federal no se hizo esperar. Los gauchos de la campaña bonaerense organizados en milicias bajo el liderazgo de Juan Manuel de Rosas se levantaron contra el gobernador Lavalle, a quien los federales porteños consideraban un usurpador. Sitiado en la ciudad y sin poder controlar la campaña que se hallaba en abierta rebelión y en completo control de Rosas, Lavalle fue derrotado en la batalla de Puente de Márquez en abril de 1829. Luego de varias negociaciones entre Rosas y Lavalle, éste pactó su retirada de la provincia. La legislatura federal disuelta por Lavalle en diciembre de 1828 fue restaurada y, en diciembre de 1829 —un año después del golpe unitario—, el cuerpo elegía a Juan Manuel de Rosas gobernador de la provincia de Buenos Aires con facultades extraordinarias. La legislatura porteña lo declaró «Restaurador de las Leyes», es decir, del orden institucional del que la provincia gozaba desde 1821, quebrado desde el año anterior. Líder del triunfante federalismo porteño, Rosas contaba con una fuerza miliciana rural que lo acompañaba desde 1820, con el ascendiente sobre la plebe urbana que había heredado del malogrado Dorrego, y con el apoyo de los hacendados y comerciantes de Buenos Aires que veían en él la garantía del orden perdido desde 1827. 

			A finales de diciembre el cadáver de Dorrego fue conducido a la ciudad para darle sepultura. Las exequias del desafortunado gobernador —de quien Rosas nunca había sido amigo— fueron un despliegue de «magnífica pompa, nunca vista en Buenos Aires, y que mejor ya no puede ser, porque ni a un príncipe se le puede hacer mejor» al decir de Juan Manuel Beruti, un testigo del hecho. En su oración fúnebre ante las jerarquías civiles y eclesiásticas y frente al pueblo reunido, Rosas daba por cerrada una etapa aciaga de la historia de la provincia y aseguraba que «la mancha más negra en la historia de los argentinos ha sido ya lavada con las lágrimas de un pueblo justo, agradecido y sensible». Las exequias eran un acto simbólico del entierro de una etapa anárquica y el nacimiento de una nueva de orden. 

			La restauración de las leyes en Buenos Aires, encabezada por el gobernador Rosas, suponía el restablecimiento de un orden jerárquico cuyas fuentes se encontraban en un republicanismo de corte agrario inspirado en la tradición clásica y que se tradujo en la insistencia de Rosas en el cumplimiento puntilloso de las leyes provinciales. El orden republicano se ponía en práctica anualmente mediante las elecciones de renovación legislativa a las que el «Restaurador» prestaba gran atención. Sin duda las elecciones eran de corte plebiscitario: con la excepción del periodo 1832-1835 (cuando Rosas estuvo fuera del poder, como veremos luego) no había verdadera competencia electoral. En los comicios (que seguían rigiéndose por la ley electoral de 1821) los sufragantes se limitaban a elegir candidatos preseleccionados por el gobernador incluidos en una lista única. Este «unanimismo» político, más que distribuir el poder entre fuerzas en pugna, legitimaba la única cuya participación estaba permitida: el federalismo. La obediencia a la ley era garantizada por un sistema judicial en cuyo nombramiento de jueces el gobernador intervenía activamente. Pilar de este sistema eran los juzgados de paz de las áreas rurales, encargados a la vez de resolver los casos civiles y criminales y de garantizar la realización de las elecciones. 

			El predominio del federalismo en la provincia de Buenos Aires y en todo el litoral era un hecho contundente. Pero en el interior esto no era aún así. Allí las fuerzas del general Paz habían derrotado en dos oportunidades a las milicias riojanas de Quiroga en las batallas de La Tablada y Oncativo, entre finales de 1829 y comienzos de 1830. Desde Córdoba, de la cual se convirtió en gobernador desplazando al federal Bustos, Paz envió fuerzas a las provincias del norte y oeste para desalojar a los gobernadores federales y reemplazarlos por otros unitarios. A mediados de 1830 las provincias controladas por Paz formaron una Liga del Interior que le confirió el Supremo Poder Militar. Poco después la Liga retiraba a Buenos Aires la representación de las relaciones exteriores que las provincias le habían otorgado. Era una declaración de guerra.

			En el litoral las provincias federales se preparaban también para la guerra. Atemorizados por los avances de Paz en el interior, los gobernadores federales de Buenos Aires, Santa Fe y Entre Ríos enviaron representantes a la ciudad de Santa Fe a fin de acordar una alianza entre ellas. El 4 de enero de 1831 firmaron el Pacto Federal, una alianza político-militar a la que las demás provincias podían incorporarse a medida que se adhiriesen a la forma de gobierno federal. Uno de sus artículos más importantes creaba una comisión representativa, organismo provisorio formado por un representante por provincia, que prepararía la reunión de un Congreso Nacional. La cuarta provincia litoral, Corrientes, sólo se adhirió más tarde en protesta a la política económica porteña de favorecer las importaciones por el puerto de Buenos Aires y cobrar rentas de aduana en forma exclusiva.

			A comienzos de 1831 el país se presentaba dividido en dos grandes bloques políticos rivales, la Liga del Interior, de signo unitario, y la del litoral federal, a punto de entrar en guerra. Apoyado por los ejércitos de Santa Fe y Buenos Aires, Facundo Quiroga recuperó parte de las provincias interiores poco antes de que el general Paz cayera inesperadamente prisionero de las milicias santafecinas en mayo de 1831. La prisión de Paz y los triunfos de Quiroga brindaron la victoria a la Liga Litoral. 

			La derrota final de las fuerzas de la Liga unitaria comandadas por Gregorio Aráoz de Lamadrid en la batalla de la Ciudadela de Tucumán resultó en la desbandada de los gobiernos provinciales y los ejércitos unitarios. Luego de esa decisiva batalla, Quiroga volvió a controlar los destinos de las provincias del interior, desde Mendoza hasta Salta, a la que fijó una altísima indemnización de guerra y la exoneración de los simpatizantes del unitarismo a cambio de no ser invadida por las tropas a su mando. Una tras otra las provincias del interior se unieron al Pacto Federal. Desde entonces la uniformidad política imperó en el país por completo en manos de los federales conducidos por una suerte de triunvirato informal formado por los tres caudillos más importantes, Rosas, López y Quiroga. 

			Los unitarios porteños y del interior debieron darse al silencio o emigrar a los países vecinos. Se abría para muchos de ellos la dolorosa experiencia del exilio. Al reflexionar sobre los sucesos ocurridos en esos años, el canónigo Juan Ignacio Gorriti, ex gobernador unitario de Salta refugiado en Bolivia, afirmaba en su Autobiografía política que «no es lo mismo romper un yugo que adquirir la libertad». Para quienes, como Gorriti, habían volcado su decidida participación en los varios intentos fracasados de organización constitucional ensayados en el Río de la Plata desde la Revolución de Mayo, el país de 1831 todavía no había adquirido la libertad. Por el contrario, según su análisis, éste había caído irremediablemente en manos de los caudillos federales quienes manu militari se habían apoderado de los gobiernos provinciales, a quienes Gorriti tildaba de oportunistas y calificaba con desdén de «gobernadores de por vida». Esta opinión era compartida por muchos personajes de las élites provinciales unitarias desplazados del poder hasta el derrocamiento de Rosas en 1852. 

			 

			 

			La confederación rosista (1831-1852)

			 

			El triunfo del federalismo en 1831 significó, paradójicamente, el triunfo de Buenos Aires. Desde que se reunió por primera vez la Comisión Representativa en Santa Fe, por órdenes de Rosas, los diputados de Buenos Aires se dedicaron a persuadir a los representantes de las otras provincias de que no era conveniente la inmediata reunión de un Congreso, argumentando que las condiciones para tal reunión sólo estarían dadas después de la completa pacificación del país, que estaba aún lejana. 

			La política de Rosas era la de instituir una confederación de estados independientes —las provincias— que, unidos mediante pactos (el Pacto Federal hacía las veces de acuerdo general), funcionaran como entidades soberanas y delegaran sólo la representación de las relaciones exteriores en el gobernador de una de ellas. Sin duda la provincia más favorecida con este régimen político era Buenos Aires. Esta provincia gozaba de la economía más próspera gracias a la ampliación de su frontera agropecuaria, su vinculación comercial con los mercados exteriores y las rentas de la aduana, rédito de esa vinculación mercantil. La independencia de Buenos Aires, celosamente resguardada por Rosas, le permitía preservar las rentas de su aduana para sí y emplearlas en el financiamiento de defensa de su sistema político. Esta postura era resentida por las provincias del litoral y del interior. Quiroga y López deseaban una organización más rápida mediante la reunión de un Congreso, pero Rosas fue convenciendo a los gobernadores políticos (no sin presiones, como por ejemplo al de Corrientes, que criticaba el monopolio aduanero de Buenos Aires) de la inconveniencia de tal reunión. 

			Rosas no aceptó su reelección como gobernador de Buenos Aires en 1832 al serle negados por la legislatura los poderes extraordinarios de los que había gozado hasta ese momento. Contrariado, se retiró a la campaña desde donde organizó una expedición a la frontera indígena que incorporó nuevas tierras y consolidó la expansión ganadera que enriquecía a los hacendados porteños. En su ausencia, los federales de Buenos Aires se dividieron entre quienes apoyaban su enunciada política de posposición del Congreso Constituyente (los federales «apostólicos») y quienes veían con desconfianza la acumulación de poder de Rosas y promovían la sanción de una constitución federal (los «cismáticos»). Estos últimos llegaron a ser mayoría en la legislatura porteña durante el gobierno de Juan Ramón Balcarce, cuando la legislatura discutió proyectos de una constitución escrita para la provincia de Buenos Aires. 

			En octubre de 1833 se gestó un movimiento contra los federales constitucionalistas en el poder orquestado por los partidarios de Rosas en cuya organización tuvo un papel muy destacado su esposa, Encarnación Ezcurra. La llamada Revolución de los Restauradores movilizó a favor del federalismo rosista a los sectores populares urbanos y a los rurales de los alrededores de Buenos Aires. Esta profunda movilización puso fin a la disidencia dentro del federalismo porteño. La legislatura fue purgada de federales cismáticos, y aun de aquellos que si bien no militaban en sus filas habían dudado en su apoyo al movimiento. Muchos de ellos se exiliaron encabezando una segunda ola de emigración política. 

			Luego de dos cortos periodos ocupados por gobernadores interinos, Rosas volvió al poder elegido por la legislatura en 1835. Para ese entonces ya había convencido a los otros dos grandes caudillos federales, López y Quiroga, de la inconveniencia de convocar un Congreso que organizara el país. A tal punto era esto así que cuando en 1834 Rosas envió a Quiroga como mediador en una disputa entre los gobernadores federales de Tucumán y Salta, Alejandro Heredia y Pablo de la Torre, por su predominio en el norte argentino (una de cuyas consecuencias principales sería la creación de la provincia de Jujuy independizada de su cabecera, Salta), el caudillo riojano llevaba consigo una carta de Rosas donde argumentaba en contra de la organización constitucional. En esa carta Rosas fundamentaba con gran pragmatismo las razones de tal postergación: las provincias estaban convulsionadas por conspiraciones unitarias (imaginadas más que reales) y se encontraban en condiciones de extrema escasez como para costear la reunión de un Congreso Constituyente. En una frase contundente Rosas resumía su pensamiento sobre la postergación de la organización constitucional del país hasta la finalización de los conflictos políticos: «El gobierno general en una República federativa no une los pueblos federados, los representa unidos: no es para unirlos, es para representarlos […]». Quiroga tenía en su poder esta carta cuando fue asesinado en su viaje de regreso a Buenos Aires después de su misión al norte. 

			El interior se conmovió en 1835 con el asesinato de Quiroga en Barranca Yaco. Rosas presentó este hecho como un complot unitario y una razón más para postergar la organización constitucional. Pero en realidad era un ajuste de cuentas entre jefes federales: el gobernador federal de Córdoba, Reinafé, y sus hermanos resentidos de la hegemonía del riojano sobre el interior habían mandado asesinar a Quiroga con la anuencia del gobernador santafecino Estanislao López, quien no le profesaba simpatía alguna.

			El asesinato de Quiroga consolidó el poder de Rosas en la provincia de Buenos Aires y favoreció la expansión de su predominio sobre las provincias del interior. En Buenos Aires la legislatura porteña otorgó a Rosas la «Suma del Poder Público», por la que al ejercicio del poder ejecutivo como gobernador agregaba las facultades legislativas y judiciales. La Legislatura pasó a tener desde entonces un papel meramente consultivo y si no dejó de funcionar fue porque los legisladores, uniformemente rosistas, se resignaron a su insignificancia. 

			Rosas amplió su influencia sobre las provincias al intervenir en la elección del nuevo gobernador de Córdoba, y al solicitar con éxito que los hermanos Reinafé, conjurados en el asesinato de Quiroga, fueran juzgados en Buenos Aires al aplicar el principio de representación de las relaciones exteriores a este suceso que él consideraba de carácter interprovincial. La hegemonía de Buenos Aires sobre el resto de las provincias era, hacia finales de la década de 1830, indisimulable. Buenos Aires esbozó un gesto gentil hacia ellas al sancionar la Ley de Aduanas de 1836, que sólo instauraba un proteccionismo muy atenuado para algunas producciones provinciales (maíz, maderas, y algunos textiles) pero que no ponía en riesgo su privilegiado vínculo con los mercados atlánticos.

			Pero entre 1838 y 1841 el rosismo enfrentó una seria crisis tanto interior como exterior, frentes íntimamente relacionados. Entre 1838 y 1840 una flota francesa estacionada en el Río de la Plata bloqueó los accesos al puerto de Buenos Aires en protesta por cláusulas discriminatorias contra los ciudadanos franceses residentes y por razones comerciales que incluían derechos aduaneros más altos para los productos franceses que tocaran primero Montevideo, donde el comercio francés era dominante. El conflicto se resolvió con un tratado que garantizaba a los franceses los mismos privilegios que a mediados de los años veinte se habían otorgado a los ingleses. 





OEBPS/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/images/portadilla_fmt.jpeg
AMERICA LATINA
EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

Argentina

TOMO 2 _ 1830/1880
La construccién nacional

FUNDACIONMAPFRE

taurus

T





OEBPS/images/cover_fmt.jpeg
TOMO 2 _

EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

§

Gara\(ﬁ!glié

L

FUNDACIONMAPFRE





